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  RECURSO DE REVISIÓN 053/2018-2.

COMISIONADO PONENTE: 

LIC. PAULINA SÁNCHEZ PÉREZ DEL POZO
ENTE OBLIGADO: OFICIALÍA MAYOR DE GOBIOERNO DEL ESTADO.

San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la Sesión Extraordinaria 17 diecisiete de abril de 2018 dos mil dieciocho.  
VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y
R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta en la Plataforma Nacional de Transparencia con folio 00841317, el 07 siete de diciembre de 2017 dos mil diecisiete, la Oficialía Mayor, recibió una solicitud de acceso a la información requiriendo lo siguiente:

“Derivado del artículo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que a la letra dice: 

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.

Que es la base fundamental de todo nuestro derecho y de uno de los principios rectores básicos “El principio de Igualdad”

En apoyo a este primer artículo de la Carta Magna se eslabona  el artículo 123 inciso A fracción 5 de la misma Constitución el cual dice: “A trabajo igual corresponderá salario igual, sin tener en cuenta el sexo”.

Esta es la base Constitucional sobre la cual ningún Gobierno, ni poder de la Unión, y para ser más contundente ni el Presidente de la Republica, la Suprema Corte de Justicia de la Nación pueden contravenir este principio.

En sostén de lo anterior expuesto esta la Ley Federal del Trabajo protege de igual forma este principio inviolable.

En lo particular la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí en su artículo 51.- Las instituciones públicas de gobierno en sus relaciones laborales, están obligadas a: I.- Preferir en igualdad de condiciones a los trabajadores sindicalizados, respecto de quienes no lo sean...

Bajo este principio fundamental quisiera saber los salarios y las prestaciones que otorga a todos sus trabajadores ya sea aguinaldo, vacaciones, prima vacacional, bonos, seguro social, etc; ya que independientemente de su tipo de contratación estos deberán recibir las mismas prestaciones por igual, tal como lo ordenan las disposiciones ya mencionadas y las cuales son obligadas, no renunciables e inapelables, como lo es el principio de igualdad y de seguridad.

En este sentido quisiera saber si cumple con las condiciones de trabajo que establece nuestra máxima LEY la Constitución Federal sobre de la cual no existe poder alguno.

Por lo que solicito el registro de alta del seguro social  o equivalente de sus trabajadores, en dado de no tenerlo, solicito funde y motive el porqué de esta omisión; ya que incluso en la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí en su artículo 51 fracción VII habla de esta obligación por parte de las Instituciones Públicas. Así como también las constancias que acrediten las aportaciones para jubilación de todos sus trabajadores.

Solicito los acuses de recibido o constancia que acredite la entrega de contratos laborales de cada trabajador, tal como lo marca el artículo 24 de la Ley Federal del Trabajo.

Requiero el número de días equivalentes a aguinaldo que se le da a cada trabajador según su contratación.

Solicito de igual manera me entregué el tipo de contratación de cada trabajador respecto a los artículos 8, 9,10,11 y 12 de la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, ya que son los tipos de contratación que maneja el gobierno del estado.

Solicito los recibos de nómina o equivalente firmados por los trabajadores.

Toda la información la solicito respecto a los trabajadores del Instituto de Desarrollo Humano y Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas, ya que esta Oficialía Mayor es la encargada  de dicha dependencia según la Ley Orgánica de la administración pública en su articulo 41 fracciones II, VI,VII,IX,X,XI,XIV.” (Sic)

SEGUNDO. Respuesta. El 09 nueve de enero de 2018 dos mil dieciocho, el sujeto obligado a través de la Plataforma Nacional de Transparencia, respondió a la solicitud de información en los términos siguientes:
“En atención a las solicitudes de información recibidas en Plataforma Nacional de Transparencia San Luis Potosí, con los números de folio 00841217 y 00841317, de fecha 7 de diciembre del año en curso, en la que solicita diversa información en relación a los trabajadores del Instituto de Desarrollo Humano y Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas, por lo que es menester informar a Usted lo siguiente:

De conformidad con el artículo 41 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, así como el Reglamento Interno de esta Oficialía Mayor del Estado de San Luis Potosí, se determina la incompetencia dentro del ámbito de aplicación de esta Dependencia  para atender la solicitud de información realizada por usted, toda vez que la información por Usted solicitada corresponde directamente al Instituto de Desarrollo Humano y Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas, como lo establecen las fracciones IV y VIII del artículo 21 de la Ley para el Instituto de Desarrollo Humano y Social de los Pueblos y las Comunidades Indígenas del Estado de San Luis Potosí, por lo que tendrá que re dirigir su solicitud directamente a la Unidad de Transparencia de dicho instituto.” (sic). 
TERCERO. Interposición del recurso. El 26 veintiséis de enero de 2018 dos mil dieciocho, el recurrente interpuso el presente medio de impugnación a través de la Plataforma Nacional de Transparencia, a través del cual señaló la inconformidad siguiente:

“Oficialia mayor de gobierno del estado es la responsable de la administración de las dependencias por lo que el Instituto de desarrollo humano y social de los pueblos y comunidades indígenas a depender directamente del ejecutivo se asume que dicha oficialía debe tener la información correspondiente a los trabajadores de este dependencia, así como las prestaciones  que goza cada uno, tanto que la propia oficialía realiza contratos de personal para este instituto.” (sic) 
CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto de 30 treinta de enero de 2018 dos mil dieciocho, la presidencia de esta Comisión tuvo por recibido el recurso de revisión que hoy nos ocupa, por lo que razón de turno, toco conocer a la ponencia de la Comisionada Paulina Sánchez Pérez del Pozo, por lo que se le turnó dicho expediente bajo el número RR-053/2018-2 PLATAFORMA, para que procediera, previo análisis a su admisión o desechamiento según fuera el caso. 
QUINTO. Auto de admisión y trámite. El 07 siete de febrero de 2018 dos mil dieciocho, el comisionado ponente acordó la admisión del recurso de revisión por actualizarse la hipótesis de la fracción III del artículo 167 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, tuvo como ente obligado al GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, POR CONDUCTO DE LA OFICIALÍA MAYOR, A TRAVÉS DEL TITULAR Y DEL TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA, en lo sucesivo sujeto obligado. 
Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.  

Por lo tanto, el ponente apercibió al sujeto obligado de que en caso de ser omiso para manifestar lo que a su derecho conviniera respecto del presente recurso, este Órgano Garante resolverá únicamente con base en las documentales que obran en autos.

SEXTO. Informe del sujeto obligado. Con fecha 21 veintiuno de febrero de 2018 dos mil dieciocho, esta Comisión tuvo por recibido el oficio número OM/UT-058/2018, suscrito por el Jefe de la Unidad de Transparencia de la Oficialía Mayor del Estado a través del cual se tuvo al sujeto obligado por realizando en tiempo y forma las afirmaciones que a su derecho conviene y de acuerdo a las manifestaciones señaladas por el recurrente a través de su escrito de revisión señaló lo siguiente:


“(…) me permito señalar que esta Oficialía Mayor ha emitido respuesta, como se observa en autos, señalando al peticionario, de manera fundada y motivada de la incompetencia de esta Dependencia para atender su solicitud de Transparencia, lo anterior obedece a que dentro de la solicitud del peticionario este señala textualmente: “Toda la información la solicito respecto a los trabajadores del Instituto de Desarrollo Humano y Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas…”
2.-Como se señala en el punto anterior, esta dependencia al notar la franca incompetencia señala al peticionario que el Instituto de Desarrollo Humano y Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas funda y motiva que el dicho instituto tiene capacidades suficientes para auto regular la situación laboral de sus trabajadores, como lo señala las fracciones IV y VIII del artículo 21 de la Ley para el Desarrollo Humano y Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas del Estado de San Luis Potosí. 

3. Una vez lo anterior, el peticionario en su descripción de su inconformidad no señala cabalmente que fracciones resulto omisa este sujeto obligado al responder, simplemente alega que es responsabilidad de esta oficialía mayor el conocer los datos señalados, solo por que así lo cree el. Así las cosas, resulta evidente que el peticionario carece de razón al expresar su inconformidad y debe ser el propio Instituto señalado quien debe dar a conocer la información que se solicita, por lo que al momento de resolver este asunto, se deberá confirmar la respuesta emitida por el peticionario. ” (sic).   


Asimismo, en el contexto del mismo proveído se tuvo a la parte recurrente por omisa en manifestar lo que a su derecho conviene y ofrecer pruebas o alegatos, por lo que en contexto del mismo proveído se procedió a elabora el proyecto de resolución correspondiente.

Con fecha 13 trece de marzo de 2018 dos mil dieciocho, esta Comisión decretó la ampliación del plazo para resolver el presente recurso de revisión por lo que se remitió de nueva cuenta el presente expediente para efecto de elaborar el proyecto de resolución correspondiente y, 
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en virtud de que fue interpuesto en tiempo y se encuentran satisfechos los requisitos que establece la misma; asimismo el recurrente se inconformó en contra de la respuesta a su solicitud de información por parte del sujeto obligado.
TERCERO. Caso Concreto. El hoy recurrente presentó solicitud de información ante la Oficialía Mayor de Gobierno del Estado donde requirió: “(…)los salarios y las prestaciones que otorga a todos sus trabajadores ya sea aguinaldo, vacaciones, prima vacacional, bonos, seguro social, etc; ya que independientemente de su tipo de contratación estos deberán recibir las mismas prestaciones por igual, tal como lo ordenan las disposiciones ya mencionadas y las cuales son obligadas, no renunciables e inapelables, como lo es el principio de igualdad y de seguridad.
En este sentido quisiera saber si cumple con las condiciones de trabajo que establece nuestra máxima LEY la Constitución Federal sobre de la cual no existe poder alguno.

Por lo que solicito el registro de alta del seguro social  o equivalente de sus trabajadores, en dado de no tenerlo, solicito funde y motive el porqué de esta omisión; ya que incluso en la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí en su artículo 51 fracción VII habla de esta obligación por parte de las Instituciones Públicas. Así como también las constancias que acrediten las aportaciones para jubilación de todos sus trabajadores.

Solicito los acuses de recibido o constancia que acredite la entrega de contratos laborales de cada trabajador, tal como lo marca el artículo 24 de la Ley Federal del Trabajo.

Requiero el número de días equivalentes a aguinaldo que se le da a cada trabajador según su contratación.

Solicito de igual manera me entregué el tipo de contratación de cada trabajador respecto a los artículos 8, 9,10,11 y 12 de la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, ya que son los tipos de contratación que maneja el gobierno del estado.

Solicito los recibos de nómina o equivalente firmados por los trabajadores”
La Oficialía Mayor de Gobierno del Estado como respuesta a la solicitud materia del presente recurso manifestó que era incompetente para proporcionar la información requerida en la solicitud de referencia. Además, orientó al particular señalándole que la dependencia facultada para proporcionar tal información era el Instituto de Desarrollo Humano y Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas.
En el recurso de revisión, el recurrente manifestó que:

“Oficialia mayor de gobierno del estado es la responsable de la administración de las dependencias por lo que el Instituto de desarrollo humano y social de los pueblos y comunidades indígenas a depender directamente del ejecutivo se asume que dicha oficialía debe tener la información correspondiente a los trabajadores de este dependencia, así como las prestaciones que goza cada uno, tanto que la propia oficialía realiza contratos de personal para este instituto.” (sic)

El Órgano Centralizado de la Administración Pública del Estado, en su escrito de manifestaciones remitido a esta Comisión, expresó lo siguiente:
“(…)me permito señalar que esta Oficialía Mayor ha emitido respuesta, como se observa en autos, señalando al peticionario, de manera fundada y motivada de la incompetencia de esta Dependencia para atender su solicitud de Transparencia, lo anterior obedece a que dentro de la solicitud del peticionario este señala textualmente: “Toda la información la solicito respecto a los trabajadores del Instituto de Desarrollo Humano y Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas…”

2.-Como se señala en el punto anterior, esta dependencia al notar la franca incompetencia señala al peticionario que el Instituto de Desarrollo Humano y Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas funda y motiva que el dicho instituto tiene capacidades suficientes para auto regular la situación laboral de sus trabajadores, como lo señala las fracciones IV y VIII del artículo 21 de la Ley para el Desarrollo Humano y Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas del Estado de San Luis Potosí. 

3. Una vez lo anterior, el peticionario en su descripción de su inconformidad no señala cabalmente que fracciones resulto omisa este sujeto obligado al responder, simplemente alega que es responsabilidad de esta oficialía mayor el conocer los datos señalados, solo por que así lo cree el. Así las cosas, resulta evidente que el peticionario carece de razón al expresar su inconformidad y debe ser el propio Instituto señalado quien debe dar a conocer la información que se solicita, por lo que al momento de resolver este asunto, se deberá confirmar la respuesta emitida por el peticionario. ” (sic).   


CUARTO. Por lo anteriormente expuesto, en el presente recurso de revisión se analizará la procedencia de la respuesta que proporcionó el sujeto obligado a la solicitud de información objeto del recurso que hoy nos ocupa.


De conformidad con el artículos 154 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, los sujetos obligado tienen un plazo ordinario de diez días para dar respuesta a las solicitudes que los particulares les presenten para acceder a la información que es generada, poseída o administrada por los entres público, el periodo antes referido puede ser ampliado por una única ocasión y por un término de hasta diez días. En todo caso, toda petición, por regla general, debe ser atendida dentro del periodo a que alude el citado artículo. Como excepción a lo establecido en el artículo 154 de la citada Ley, se puede advertir aquellos plazos que disponen los numerales 153 y 158 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de San Luis Potosí, que son, correlativamente, de cinco y tres días.

Al caso concreto, el sujeto obligado, al dar respuesta a la petición del particular, determinó que era incompetente para otorgar la información solicitada. Notificó su respuesta el 09 nueve de enero de 2018 dos mil dieciocho, es decir, al duodécimo día en que se presentó la petición, pues la misma se formuló el 07 siete de diciembre de 2017; consecuentemente, la autoridad no se ajustó el término que dispone el artículo 158 de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado; empero la causa que motivo el recurso de revisión fue la falta de competencia para atender la solicitud de acceso de acceso a la información. 


Así las cosas conforme el artículo 158 de la Ley de la materia, la orientación que realice el sujeto obligado debe aportar los elementos que la sustenten, mismos que de conformidad con el artículo 20 de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado, corresponden a la justificación que demuestre que aquello que es solicitado no se encuentra dentro del ámbito de competencia de la autoridad. Al caso particular, el sujeto obligado, señaló que es susceptible de entregar la información el Instituto de Desarrollo Humano y Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas, ello con base en lo establecido por las fracciones IV y VIII del artículo 21 de la Ley de dicho Instituto.


Como se estableció en líneas anteriores, el artículo 20 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, establece que ante la negativa de acceso a la información o su inexistencia, el sujeto obligado debe demostrar que lo pedido esta previsto en alguna de las excepciones contenidas en dicha Ley o indicar que ésta no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones.


De lo anterior se desprende que, para que los sujetos obligados nieguen el acceso a la información o aduzcan la inexistencia de la misma, deben proceder de la siguiente manera: 

a) Que la información solicitada está prevista en alguna de las excepciones de la Ley; o 

b) Indicar que la información requerida no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones.  


Ahora bien, a fin de poder determinar si la información que constituye el objeto del presente recurso, es susceptible de generarse, administrarse y conservarse por parte de la Oficialía Mayor de Gobierno del Estado y por ende susceptible de proporcionarse por su parte para su consulta del hoy recurrente en su caso, resulta necesario realizar un análisis a las disposiciones legales y reglamentarias que rigen  el ejercicio de las funciones y/o atribuciones en la materia del referido Ente Público.


Bajo este orden, cabe señalar que si bien es cierto, de acuerdo con las fracciones I, II, III, IV, V y IX del artículo 41 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, dicha dependencia del Ejecutivo Estatal tienen dentro de sus atribuciones, lo relativo a la administración de recursos humanos, sueldos de trabajadores, incluyendo la tramitación de jubilaciones de los servidores públicos de la administración pública estatal; sin embrago, también lo es que, dichas no son exclusivas de la dependencia estatal en comento, puesto que, el Instituto de Desarrollo Humano y Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas, también tiene de manera concurrente, facultades para la administración de recursos humanos de acuerdo con el artículo 21, fracciones IV y VIII de la Ley para el Instituto de Desarrollo Humano y Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas del Estado de San Luis Potosí y 23, fracción I del Reglamento Interior de Desarrollo Humano y Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas del Estado de San Luis Potosí. Para mayor ilustración se transcribe los artículos antes citados:

“Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado
ARTICULO 41. A la Oficialía Mayor corresponde el despacho de los siguientes asuntos:

 I. Proponer e instrumentar la política de administración de recursos humanos, adquisiciones, prestación de servicios generales, y patrimonio inmobiliario del Ejecutivo del Estado, conforme a las disposiciones jurídicas aplicables; 

II. Llevar la administración de sueldos de los trabajadores al servicio del Poder Ejecutivo estatal, estableciendo los lineamientos generales, políticas y programas relativos a los nombramientos, desarrollo, transferencia y separación del personal, con base en las disposiciones legales aplicables; 
III. Coadyuvar con las diversas dependencias del Ejecutivo, en la elaboración de sus manuales de organización y de procedimientos, así como auxiliarlas en la formulación de sus proyectos de reglamentos interiores; 
IV. Tramitar los nombramientos, remociones, renuncias, licencias y jubilaciones de los funcionarios y trabajadores de la administración pública estatal, a excepción de los titulares de las dependencias; 
V. Promover la capacitación y el adiestramiento del personal de la administración pública estatal;

…

IX. Proporcionar y administrar las prestaciones económicas y los servicios que correspondan al personal de la administración pública estatal;

Ley para el Instituto de Desarrollo Humano y Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas del Estado de San Luis Potosí señala:
 “ARTICULO 21. La Dirección General tiene las siguientes atribuciones:
IV. Representar legalmente al Instituto como apoderado legal para actos de administración y para pleitos y cobranzas, con las facultades generales o especiales que determine la Junta Directiva;

(…)

VIII. Suscribir los contratos que regulen las relaciones laborales del Instituto con sus trabajadores; 

Reglamento Interior de Desarrollo Humano y Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas del Estado de San Luis Potosí

“ARTÍCULO 23. Además de las señaladas en la Ley, corresponde al Área Administrativa las siguientes atribuciones:


I.- Proporcionar a las diversas áreas operativas del Instituto, los recursos humanos, técnicos, financieros y materiales que requieran para el cumplimiento de sus actividades de trabajo;

Bajo este tenor y, de acuerdo con el análisis normativo antes realizado, es posible concluir que la respuesta del sujeto obligado fundó ni motivó la incompetencia efectuada, lo que implicó que la particular tuviera certeza respecto de la misma, es decir, explicó que conforme el artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos le corresponde al Instituto de Desarrollo Humano y Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas, poseer, administrar la información solicitada, por lo que resulta prudente invocar la tesis de jurisprudencia I.4o.A. J/43, emitida en la Novena Época por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, que señala:


“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL ASPECTO FORMAL DE LA GARANTÍA Y SU FINALIDAD SE TRADUCEN EN EXPLICAR, JUSTIFICAR, POSIBILITAR LA DEFENSA Y COMUNICAR LA DECISIÓN.
El contenido formal de la garantía de legalidad prevista en el artículo 16 constitucional relativa a la fundamentación y motivación tiene como propósito primordial y ratio que el justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo que se traduce en darle a conocer en detalle y de manera completa la esencia de todas las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de voluntad, de manera que sea evidente y muy claro para el afectado poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. Por tanto, no basta que el acto de autoridad apenas observe una motivación pro forma pero de una manera incongruente, insuficiente o imprecisa, que impida la finalidad del conocimiento, comprobación y defensa pertinente, ni es válido exigirle una amplitud o abundancia superflua, pues es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para comunicar la decisión a efecto de que se considere debidamente fundado y motivado, exponiendo los hechos relevantes para decidir, citando la norma habilitante y un argumento mínimo pero suficiente para acreditar el razonamiento del que se deduzca la relación de pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado, que es la subsunción”.

Al caso particular, la tesis invocada resulta aplicable en virtud de que la autoridad explicó y justificó los alcances del análisis normativo que efectuó, puesto que de conformidad con los artículos 18, 19 y 20 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, el ejercicio de las atribuciones, competencias y funciones de los sujetos obligados debe ser documentado, y además, si se refiere a la esfera de competencia del sujeto obligado, se presume que existe un medio documental que respalde y de constancia de la actuación de la autoridad; empero, como es el caso, el sujeto obligado determinó, conforme al fundamento constitucional antes citado; no tiene la obligación de contar con lo solicitado por corresponder a una autoridad diversa ante ella que se debe formular la petición.

Por otra parte, no debe perderse de vista que la determinación por la que se precise la ausencia de regulación a un punto especifico de la solicitud de información es un proceso exhaustivo, ya que con fundamento en el artículo 54, fracciones II y IV de la Ley de Transparencia Local, deben efectuarse las gestiones internas necesarias ante las áreas que por su configuración normativa, reglamentaria o administrativa estén en condiciones de determinar si existe una disposición que vincule a la generación, posesión o administración del documento identificado en la solicitud del particular.


Para reforzar lo expuesto, es de señalar que conforme al numeral 151, en correlación con los artículos 18, 19 y 153 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, corresponde a los sujetos obligados fundar y motivar si dentro de su configuración normativa se desprende la obligación de contar con los documentos solicitados, aunado a que uno de los principios constitucionales que regulan la actuación de la autoridad es el de seguridad jurídica, el cual modulado a esta materia implica que se funde y motive su actuación al momento de otorgar respuesta, ya que como lo estableció el Comité Jurídico Interamericano en la resolución sobre los “Principios sobre el Derecho de Acceso a la Información” la carga de la prueba para justificar cualquier negativa de acceso debe recaer en el órgano al cual fue solicitada, y así también debe asegurar la difusión de información sobre sus funciones y actividades, ya que de otra forma se correría el riesgo de que las autoridades pretendan eludir su obligación al dejarle a esta Comisión la carga de probar y determinar si deben generar o no la información.


Para reforzar lo expuesto, resulta prudente establecer que conforme al artículo 7°, segundo párrafo, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, resulta patente hacer mención de lo establecido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Gomes Lund y otros (“Guerrilha do Araguaia”): “(…) el Estado no puede ampararse en la falta de prueba de la existencia de los documentos solicitados sino que, por el contrario, debe fundamentar la negativa a proveerlos, demostrando que ha adoptado todas las medidas a su alcance para comprobar que, efectivamente, la información solicitada no existía. Resulta esencial que, para garantizar el derecho a la información, los poderes públicos actúen de buena fe y realicen diligentemente las acciones necesarias para asegurar la efectividad de ese derecho (…). La falta de prueba sobre la existencia de cierta información, sin haber indicado, al menos, cuáles fueron las diligencias que realizó para confirmar o no su existencia, posibilita la actuación discrecional y arbitraria del Estado de facilitar o no determinada información, generando con ello inseguridad jurídica respecto al ejercicio de ese derecho (…)”.


 Por todo lo anterior, es que la autoridad justificó el fundamento normativo por el cual no está obligado a contar con lo solicitado; por ello, conforme al artículo 175, fracción II, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, confirma la respuesta emitida por la autoridad.

RESOLUTIVO
Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

ÚNICO. Se Confirma la respuesta del sujeto obligado por las razones y fundamentos expuestos en el considerando cuarto de la presente resolución
Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados Paulina Sánchez Pérez del Pozo, licenciada Claudia Elizabeth Ávalos Cedillo y MTRO. Alejandro Lafuente Torres presidente, siendo ponente el primero de los nombrados, quienes en unión de la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria Pleno que da fe, firman esta resolución.  
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